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Resumen. El problema de la falta de acceso igualitario a las Tecnologías de Información y 

Comunicaciones (en adelante TIC) constituye un “determinante global de la salud” (Filho). 

Esta brecha digital (social) surge entre países y entre grupos al interior de los mismos. En lo 

que respecta al uso de TIC en “discapacidad”, la falta de acceso igualitario para personas con 

capacidades diversas es un problema de justicia global. Mientras las personas “discapacitadas” 

de países ricos pueden integrarse en su sociedad a través de TIC y de Tecnologías Asistivas (en 

adelante TA) –es decir, no sufren nuevas desigualdades sociales por su condición-; las personas 

“discapacitadas” de países pobres son “invisible” para su propia sociedad y para el mundo ente-

ro (empeorando su situación si viven en zonas geográficamente aisladas). El objetivo del pre-

sente trabajo es realizar, desde un marco de teorías de justicia global y derechos humanos (Sen- 

Nussbaum), un análisis filosófico sobre qué tipo de desigualdad implica la falta de acceso a 

TIC y TA para personas con capacidades diversas. La hipótesis que sostendré aquí es que el 

acceso no igualitario a TIC y TA para “discapacitados” constituye no sólo un problema de de-

sigualdad absoluta en zonas aisladas, sino que también surge una especial desigualdad relativa 

-no reconocida por las teorías de justicia citadas-. Esta desigualdad daña la calidad de vida de 

las personas, ocasionando enfermedades sico sociales que refuerzan la marginación social que 

sufren las personas con capacidades diversas. La causa de la disparidad en innovación y acceso 

a TIC y TA se debe principalmente a disparidad de ingresos regionales. Esta disparidad debilita 

los lazos sociales fuertes en el interior de la sociedad y en la comunidad internacional de disca-

pacitados (ciudadanos universales). Para revertir la misma se requieren políticas públicas inte-

grales, acciones colectivas como comunidad universal, y marcos legales fuertes y armónicos en 

la materia. 
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A Mai y a  William,  

por tejer lazos sociales fuertes 

I. Introducción 

Para las personas sin deficiencia la tecnología hace la vida más fácil,  
para las personas con discapacidad la tecnología hace la vida posible 

                                                                                          (RADABAUGH, 1993) 
 

 En el contexto de la Sociedad de la información, la falta de acceso igualitario a las 

Tecnologías de la Información y Comunicaciones constituye un “determinante global 

de la salud” (Filho, 2002). Esto es, la calidad de vida general de las poblaciones de-
pende, en gran parte, de ideas, técnicas, conocimientos -no sólo biomédicos, sino so-
ciales- que son desarrollados por la humanidad (“bienes públicos globales”). Sin em-

bargo, existe una importante brecha digital social en lo que respecta al acceso a TIC 

entre países y entre grupos al interior de los mismos (de Ortúzar, 2014). Hemos sub-

rayado aquí la brecha digital social, distinguiéndola del uso light de la tecnología, en 

razón de que la primera responde a la defensa de los bienes públicos, como sería -por 

ejemplo- el acceso igualitario a la teleeducación y a la telemedicina en países pobres 

(de Ortúzar, 2012); mientras que, la segunda, refleja el simple uso comercial light de 

TIC, el cual se ha extendido a través y gracias al mercado (Ej.: comercialización de 

celulares, tablets, entre otros). La brecha social en el acceso al conocimiento posee 

fuertes implicancias -como mostraremos más adelante- en el acceso igualitario a la 

atención de la salud pública. 

La superación de dichas inequidades a través de TIC puede significar un avance pa-

ra todos los ciudadanos; pero muy especialmente para aquellos que más se beneficia-

rían con las mismas. Un caso particularmente relevante es el acceso a TIC de personas 

con discapacidad2 de poblaciones aisladas.  El contraste es tan grande que en los paí-

ses ricos la integración de la “discapacidad” es “visible” gracias a la adaptación del 

entorno (infraestructura y movilidad, entre otros) y el acceso social de TIC y TA, he-

chos que posibilitan su mayor autonomía. Mientras tanto, las personas “discapacita-

das” de países pobres continúan siendo “invisibles” para su propia sociedad y para el 

mundo, siendo recluidas, en muchos casos, en sus hogares o instituciones especiales. 

Por ejemplo, si uno compara la “visibilidad” de los discapacitados en espacios públi-

cos de ciudades de “países desarrollados y no desarrollados”,  como puede ser el caso 

de ciudades de regiones aisladas y temperaturas bajas - por ejemplo, Montreal (Cana-

                                                           
2 Utilizaré aquí discapacidad/diversidad functional/capacidades diferentes  como sinónimos, sin implicar  

con su uso connotación peyorativa alguna. Entiendo que todos éstos usos son opuestos al modelo biológico 

de rehabilitación. Al respecto, he consultado al Centro de Documentación sobre la Discapacidad de 

Madrid sobre cuál sería el uso apropiado del término, y la respuesta fue la siguiente, cito: “En la actualidad 

existe una discusión acerca de si el término "discapacidad" es peyorativo o no. Por una parte, se utiliza el 
término de "diversidad funcional" (modelo de la diversidad funcional) como opuesto al modelo biológico. 
Sin embargo, utilizar diversidad funcional puede también generar un sesgo inapropiado en la conceptua-
lización del fenómeno. El peligro es negar o trivializar la discapacidad: el "todos somos diversos funcio-
nales" (Cito al Prof. Eduardo Díaz, Universidad Complutense de Madrid-CEDD, Madrid, España, 2016-) 
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dá) y  Río Turbio  (Argentina)-; no debería sorprendernos comprobar que los discapa-

citados de la  ciudad desarrollada se integran y movilizan en  lugares públicos (restau-

rantes, galerías comerciales, universidades, bibliotecas, parques, entre otros), a través 

de vehículos  especiales para trasladarlos (escúter), automóviles  o medios públicos de 

transporte  adaptados, ciudades subterráneas, etc. Pero en Argentina los medios públi-

cos de transporte no han sido preparados para tal fin, existiendo también resistencia de 

taxistas a trasladar discapacitados con sillas de rueda. La realidad es que las personas 

con capacidades diversas en Río Turbio permanecen, en su mayoría, recluidos en su 

hogar o en instituciones creadas para tal fin (en algunos casos, por “confinamiento 

médico”), sufriendo grandes obstáculos para su integración en la sociedad desde el 

inicio de su educación. Esto también ocurre en las grandes ciudades de Argentina. 

¿Cuáles son, entonces, las causas de estas asimetrías y de la consiguiente diferencia 

de tratamiento de un mismo problema? La respuesta, como analizaremos más adelan-

te, es más compleja de lo que podría parecer si sólo nos inclinamos a reducir el pro-

blema a una desigualdad material.  

De acuerdo a la UNESCO, es imprescindible entender que el enfoque médico reha-

bilitador -aún prevaleciente en nuestra región-, y el desconocimiento sobre la disca-

pacidad de las autoridades y la sociedad general, obstaculiza los avances hacia la inte-

gración y la inclusión de la discapacidad a través de políticas públicas transversales.  

En este sentido, el enfoque social de la discapacidad nos indica que la misma no pue-

de escindirse del entorno social en que se desarrolla la vida de la persona (entramado 

social y dimensión afectiva-familiar)3. Más precisamente, la ausencia de políticas pú-
blicas genera espacios llenos de barreras físicas y ambientales, procedimentales y co-
municacionales, así como también prejuicios y estigmas hacia la diversidad funcional 
de las personas. Estos entornos sociales inadecuados causan la situación de discapaci-
dad. Estamos ante un problema de justicia social, y no sólo un problema de “mala 

suerte” o azar natural. El mismo acceso al conocimiento y a la tecnología genética, 

determina –en algunos casos- la posibilidad de prevención de la discapacidad por   

acceso anticipado a la información y la posibilidad de intervenir en el medio/ epigené-

tica (de Ortúzar, 2015 y 2016). A la desigualdad por discapacidad se le suma la de-

sigualdad social consecuente de la misma. Por ello, la justicia social debería promover 

la eliminación de obstáculos sociales que imposibilitan el acceso a la igualdad de 

oportunidades y el ejercicio de derechos humanos básicos. Abocarse a la discapacidad 

en tanto cuestión relativa a los Derechos Humanos, es entender que aquellas prácticas 

excluyentes vulneran tanto a grupos pobres en el interior de los países como a países 

pobres en la comunidad internacional (brecha de acceso a TIC y TA).4  

Por ello, el objetivo del presente trabajo es realizar un análisis filosófico del marco  

de justicia global (Sen- Nussbaum) que se aplica a la defensa del  acceso igualitario a 

la citada tecnología.  La hipótesis que sostendré aquí es que el acceso no igualitario a 

                                                           
3  Sobre la definición de enfermedad/discapacidad véase William Sherlaw, Bernard Lucas, et al; “Disabled 

people, inclusion policy, better outcomes through a public health approach”,  Disability and Society 

(2013), http://dx.doi.org/10.1080/09687599.2013.816628. Véase también Eduardo Díaz Velázquez, 

“Ciudadanía, identidad y exclusión social de personas con discapacidad”; Política y Sociedad, 2010, 

vol 47, Nro. 1, 115-135 
4  Véase Morena, Nadina, “Mujeres con discapacidad en sociedades pobres: la triple discriminación”, 

Tesina de Especialización en Ciencias Políticas, Universidad de Quilmes, 2012 (inédito), dirigida por la 

autora. 
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TIC y TA constituye una desigualdad relativa (determinante sico social) y no una 

simple desigualdad material (absoluta). Esta desigualdad es causada por la disparidad 

de ingresos regionales que conllevan una disparidad de inversiones sociales en inno-

vación de TIC y TAC. Mostraré que el enfoque de la desigualdad relativa permitirá 

identificar mejor las causas de la falta de acceso igualitario a la citada tecnología y sus 

consecuencias en la calidad de vida de discapacitados de grupos y países pobres, brin-

dando una fundamentación más precisa de las políticas públicas y marcos legales fuer-

tes que son requeridos para la regulación del uso social de TIC en favor de la discapa-

cidad. 

 

 

II- Marcos teóricos 

II-1- Marco legal de TIC y discapacidad 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada 

en 2006, con rango Constitucional, y ratificada por Argentina mediante ley 26.378 en 

el año 2008, cristaliza un enfoque social de la discapacidad, estableciendo en su ar-

tículo 1°: 

 
“El propósito de la presente Convención es promover, proteger y 

asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los 

derechos humanos y libertades fundamentales por todas las perso-

nas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inhe-

rente. Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan 

deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo 

plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su 

participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condi-

ciones con las demás”. 

 

En éste sentido, una vía de remediación ha sido establecer la obligatoriedad de: 
 

a- los ajustes razonables: remoción de aquellos requisitos que no sean 

indispensables en el entorno, a fines de garantizar la igualdad en el ac-

ceso a bienes y recursos, como por ejemplo, la provisión de una herra-

mienta especial o la provisión de asistencia u apoyo a una persona con 

discapacidad en su lugar de trabajo a fines de que su tarea se cumpla se-

gún lo requerido.  

 

b- la accesibilidad por su parte introduce la noción de que los entornos 

humanos sean diseñados de modo tal que una persona con discapacidad 

pueda acceder a los bienes y servicios del mismo modo que cualquier 

otra. La accesibilidad implica el tratamiento estructural a fines de garan-

tizar la inclusión y puede abarcar desde entornos físicos hasta el diseño 

y aplicación de una política pública determinada.  

 

c- el diseño inclusivo implica los resguardos previos a tener en cuenta, 

previendo la posibilidad de que cualquier persona pueda utilizar ese en-

torno, sea material o simbólico. 
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Las deficiencias entre lo regulado en el plano jurídico y las estadísticas internacio-

nales sobre la situación de vulnerabilidad de los discapacitados en regiones pobres o 

no desarrolladas, demuestran que las estipulaciones legales de derechos humanos se 

han convertido sólo en una expresión de intención (Morena, 2012).  De acuerdo con 
Procacci (Procacci, 1999: 21), la igualdad en la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad, formalmente revelada en nuestra legislación, no es suficiente en tanto 
que no se actúe en la estructura social de tal manera que se atenúen y eliminen las 
barreras (materiales y simbólicas) que impone el entorno y las situaciones de discri-
minación que aún prevalecen. 

Según el Informe Mundial sobre la Discapacidad (2011), de la Organización Mun-

dial de la Salud y el Banco Mundial, existen alrededor de 1.000 millones de personas 

con algún tipo de discapacidad. En países de bajos ingresos, tres cuartas partes de las 

mismas son mujeres, quienes ven agravada su situación de vulnerabilidad.5 Estos he-

chos evidencian la falta de políticas públicas y la gran deuda social existente en la 

materia. 

En lo que respecta al acceso igualitario a TIC para discapacitados, punto central 

para eliminar los obstáculos sociales mencionados precedentemente, en el 2008 la 

Alianza Global para las TIC y el desarrollo de las Naciones Unidas (UNDESA 

GAID) lanzó la Iniciativa Global para TIC inclusivas (G3ict), proponiendo un kit de 

herramientas virtuales para el desarrollo de políticas públicas de accesibilidad digital 

para personas con discapacidad. De la misma manera, la Unión Internacional de Tele-

comunicaciones recomienda: 
- Implementar políticas para asegurar derechos y uso de G3ict como guía 
- Reducir costos de acceso a banda ancha y servicios 
- Implementar políticas para capacitar a personas con discapacidad 
- Establecer fondos especiales para financiar iniciativas que promuevan las TIC para 

discapacitados; 
- Desarrollar estándares globales que garanticen la interoperabilidad de las                          

infraestructuras e internet. 
 

 A nivel latinoameriano la eLAC2010 también promueve “fomentar las TIC de cali-
dad, asegurando el acceso sostenible de las mismas a personas con discapacidad y 
apuntando a su real inserción social, educativa, cultural y económica” (Meta 11)6.  

                                                           
5 En EEUU los hombres con discapacidad obtienen ingresos 55% más altos que las mujeres con discapaci-

dad, mientras que sólo el 25% de las mujeres con discapacidad poseen empleo .En el ámbito educativo, y 

de acuerdo con el Programa de Desarrollo de las Naciones Unidas (PNUD), la tasa de alfabetización de las 

personas con discapacidad es del 3%, siendo sólo el 1% las mujeres y niñas alfabetizadas. El estudio efec-

tuado por la Organización Human Rights Watch, señala que más de la mitad de las mujeres con discapaci-

dad han sufrido algún tipo de abuso físico. Las mujeres con discapacidad, a la vez son las más proclives a 

abusos en la atención médica, violatoria de los preceptos del consentimiento informado así como a esterili-

zaciones o abortos forzados, donde la paciente desconoce el tipo de intervención que se le efectuará así 

como el alcance de las mismas, descontando desde ya, la falta de consentimiento prestado, en franca viola-

ción a todos los preceptos legales. Véase Morena, Nadina, op. cit 
6 Se propone desarrollar proyectos, investigación y difusión de las TIC para la educación espe-
cial; desarrollar e impulsar la utilización de las TIC como herramientas para las personas con discapacida-
des; impulsar el uso de las herramientas TIC aplicadas a los ejes de desarrollo;  formular planes para asegu-
rar el acceso para personas con discapacidad; y recopilar buenas prácticas de soluciones adecuadas por 
parte de instituciones o países, para difundir y replica. 
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A pesar de estas declaraciones, la disparidad de acceso a TIC y TA es muy grande 
en nuestra región latinoamericana (entre países y en interior de los países). Mientras 
que a nivel internacional se dispone de TA7 (lectores de pantalla, software de texto a 
voz y de voz a texto, software de reconocimiento óptico de caracteres y magnificado-
res, entre otros); estos dispositivos son inasequibles para la mayoría en América Lati-
na.  

De acuerdo a la UNESCO (UNESCO, 2012 y 2015), la mayoría de los países lati-
noamericanos no cuenta con un marco regulatorio fortalecido en torno a la implemen-
tación de las TIC.  Este informe concluye que en nuestra región: 

 
 “Dentro de lo que se denomina el marco legal inadecuado se destaca un mar-
co legal y político débil para la defensa de los derechos de las personas con 
discapacidad, unido a la falta de políticas públicas… y, por otro lado, es noto-
ria la falta de armonización entre las leyes sobre los derechos de las personas 
con discapacidad y las que regulan la educación, las tecnologías de la infor-
mación y la comunicación, el acceso a la información, los derechos de autor y 
la no discriminación.” 8 

 
El Informe citado también señala que los mayores obstáculos para las personas con 

discapacidad y sus organizaciones son la invisibilización, la falta de políticas públicas 
que articulen los ámbitos educativo-laboral-social, el marco legal débil para la defensa 
de los derechos, la confusión entre organizaciones de personas con discapacidad y 
organizaciones prestadoras de servicios, el desconocimiento de derechos y de meca-
nismos de exigibilidad, y las pocas posibilidades de acceso de TIC y TA. 

Más allá de esta falta de armonización real a nivel nacional y latinoamericano, el 
segundo determinante social global que condiciona, en parte, este acceso a TIC y TA 
es el Acuerdo Internacional de regulación de PI y Patentes (ADPIC). Por ejemplo, la 
Ley de Propiedad Intelectual/Ley de Derechos de Autor, presente en todos los países, 
no permite la conversión y distribución de libros en formatos accesibles sin el permiso 
de los respectivos titulares del derecho. Por lo tanto, para cualquier adaptación, trans-
formación o modificación debe contarse con la autorización del titular. Sin embargo, 
la acción de la comunidad de discapacidad visual desembocó en el 2013 en el Tratado 
de Marrakech, el cual trata de aliviar la escasez de libros que impide a millones de 
personas con discapacidad visual el acceso a la mayor parte de las obras publicadas 
del mundo.9 Para su implementación se requiere la firma de 20 países signatarios. No 
obstante, de acuerdo a Gemmetto (Gemmetto, 2014), cito: 

                                                           
7 Las tecnologías de asistencia -TA- que mayor revolución han causado, son el Jaws y la telefonía móvil. 
8 En Argentina CILSA desarrolla el “Programa Nacional de Becas y Oportunidades” con la finalidad de 

promover el acceso de personas con discapacidad y en situación de vulnerabilidad a una formación acadé-
mica superior, capacitación laboral y conocimiento de herramientas tecnológicas, favoreciendo su inclu-
sión educativa, social y laboral. Las líneas de acción que desarrolla CILSA están internamente articuladas y 
comparten destinatarios: Programa de Becas de Educación Superior, Programa de Oportunidades para el 
Empleo a través de la Tecnología en las Américas (POETA) y e-oportunidades para impartir cursos virtua-
les de formación laboral a distancia, debidamente certificados. 
9 Éste exige a los países regidos por sus disposiciones (las Partes Contratantes) que adopten en sus respec-
tivas legislaciones nacionales disposiciones que permitan reproducir, distribuir y poner a disposición del 
público obras publicadas en formatos accesibles mediante la aplicación de limitaciones y excepciones a los 
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“las corporaciones editoriales están ejerciendo una presión muy importante 

por limitar al máximo la aplicación del Tratado, exigiendo restricciones costo-

sas y desproporcionadas. Sin embargo, para los países de América Latina es 

fundamental que las soluciones sean de bajo costo y plenamente accesibles. 

Para ello, en primer lugar, deberían permitir el acceso universal sin restriccio-

nes geográficas, barreras físicas ni obligación de desplazamiento. Las plata-

formas online de diseño accesible son ideales para ello, dado que permiten el 

acceso de los usuarios desde sus hogares, así como desde terminales ubicadas 

en bibliotecas, centros comunales, etc. El método más razonable (y a la vez el 

más económico) para que las obras lleguen únicamente a los beneficiarios del 

Tratado es la implementación de plataformas online con usuario y contraseña, 

cuya base de usuarios puede ser gestionada a partir de los registros de perso-

nas con discapacidades o mecanismos similares… la aplicación del Tratado 

debe priorizar la máxima difusión de las obras entre los beneficiarios, evitan-

do que las quejas y advertencias de los editores pongan en peligro el efectivo 

cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad.” 

 
Esta situación internacional demanda mayores cambios en los acuerdos globales 

que dañan a las poblaciones de los países más pobres y más necesitados (Pogge, 
2005). Se plantea aquí un Conflicto entre Derechos Humanos Universales (ONU) y 
Derechos de Propiedad Intelectual, en manos de la OMC y no de la OMPI. El resulta-
do del citado conflicto es el siguiente: a nivel global se genera una mayor discrimi-
nación social y vulnerabilidad de discapacitados por costos en el acceso a TIC y 
asimetrías de poder en la negociación que perjudican a países pobres.10  

 Pero, aun si analizamos las TA desde el punto de vista del mercado, en América 
Latina no existe en realidad un mercado importante en TA (mercados poco formados 
o reprimidos), debido a la excesiva dependencia de importaciones y un desconoci-
miento elevado del mismo (dificultades para la realización de estudios sectoriales am-
plios). Sin embargo, ante el aumento de la expectativa de vida (crecimiento de la an-

                                                                                                                                           
derechos de los titulares de obras protegidas por el derecho de autor. Asimismo, este Tratado prevé el in-
tercambio transfronterizo de estas obras en formato accesible entre las organizaciones que trabajan al ser-
vicio de las personas ciegas, con discapacidad visual o con dificultades para acceder al texto impreso. Se 
trata del primer tratado internacional que armoniza este tipo de disposiciones especiales a escala interna-
cional, facilitando así el intercambio de obras en formatos accesibles entre organizaciones homólogas de 
distintos países, lo que evita la  duplicación, mejora la eficiencia y reduce los costos del proceso de pro-
ducciónLos acuerdos existentes son moralmente problemáticos debido a que aumentan los costos, dificul-

tan investigaciones e impiden el acceso de países pobres, dejando las necesidades de pacientes pobres por 

detrás de los intereses comerciales. Lo que se requiere, entonces, es un cuidadoso análisis de las propuestas 

alternativas (académicas, no gubernamentales y políticas) para reformar las reglas globales existentes en 

pos de incentivar la investigación y el acceso al conocimiento igualitario. Véase Pescod, D; “Efectos del 

Tratado de Marrakech para personas ciegas”, Revista OMPI, Nro 4, Agosto, 2013. 
10 Cambiar las reglas de juego injustas impuestas por Organismos Internacionales para el acceso igualitario 
a bienes públicos globales es una necesidad. No obstante, frente a la asimetría de poder existente entre 
estas organizaciones y las comunidades pobres, es importante convocar también a la comunidad de disca-
pacitados de regiones privilegiadas para incentivar acciones colectivas hacia los discapacitados de regiones 
pobres. Esto, desde ya no implica negar la responsabilidad en políticas públicas en el interior de las socie-
dades y la responsabilidades de todos los ciudadanos. Equivale a fortalecer el equilibrio entre una iden-
tidad común a toda la ciudadanía y la identidad de las personas con discapacidad como colectivo. Estas 
acciones permitirán construir lazos sociales más fuertes con los discapacitados de regiones pobres que no 
acceden a TIC y TA, contrarrestado la situación de marginalidad y estigmatización actual de los grupos 
pobres. Esto no es una cuestión de caridad, sino una cuestión de justicia global. 
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cianidad) también en nuestros países el mercado de TA se extenderá a largo plazo 
(Abril y Perez-Castilla, 2014). En este último caso, el acceso a TIC de los que más lo 
necesitan sólo será posible a partir de políticas públicas que incentiven la investiga-
ción en TIC y TAC. 11 

Como podemos comprobar, el problema de accesibilidad a TIC y TA de las perso-
nas discapacitadas de regiones pobres es un problema de justicia social, y como tal 
exige un marco filosófico que permita determinar derechos y deberes.  

 
 
II. 2. Marcos filosóficos de Teorías de Justicia 
Las teorías de justicia inspiradas en el contrato social, como la teoría de justicia 

rawlsiana (Rawls, 1971), parten del supuesto de que sólo participarían del contrato los 
“miembros plenamente cooperantes de la sociedad, a lo largo de una vida completa.”  
Si el acuerdo de cooperación es el beneficio mutuo, los participantes querrán juntarse 
con personas de cuya cooperación esperan obtener algo, no con aquellas que requieran 
atenciones inusuales y costosas. El presupuesto es que si esas personas no contribuyen 
al producto social, y por tanto, reducen el bienestar del conjunto de la sociedad, no 
puede considerarse como miembros plenos en este nivel del contrato social (sería una 
cuestión de justicia especial a determinarse a posteriori del contrato social).12 

 Sin embargo, Nussbaum (Nussbaum, 2007), quien defiende una concepción de jus-
ticia política basada en derechos humanos13, considera que dicho presupuesto es falso 
debido a que: 1-las personas con deficiencias y discapacidades no son improductivas; 
2-las personas con discapacidades contribuyen de muchas maneras a la sociedad 
cuando ésta crea las condiciones que se los permita.   

                                                           

11 El mercado empieza a valorar a la persona con discapacidad como potencial y atractivo consumidor al 
que tener en cuenta y surgen nuevos productos y ayudas técnicas que pueden satisfacer las necesidades de 
las personas con discapacidad. El problema surge cuando la creación y distribución de estos productos se 
hace, en lugar de con criterios de justicia distributiva, con criterios de rentabilidad económica, lo que im-
plicaría que sólo accedieran a los mismos aquellos que tuvieran los suficientes medios económicos para 
disponer de ellos. Pero si se carece de recursos se ve peligrar esa cobertura de sus niveles de bienestar 
mínimos. Considerando que la discapacidad tiene una mayor incidencia en situaciones de mayor privación 
de recursos, la brecha que existe entre los incluidos y los excluidos crecería. 
12Rawls reconoce el problema que plantea la inclusión de los ciudadanos con deficiencias atípicas pero 

sostiene que debe resolverse en un estadio ulterior por 3 razones: 1. La primera deriva de su doctrina de los 

bienes primarios. Incluir a las personas con discapacidades pondría un obstáculo a la simple y directa vía 

para medir quiénes son los más desfavorecidos de una sociedad. 2-La segunda está relacionada con su 

adhesión a la tradición del contrato social. La relativa rareza de las deficiencias no “normales” implicaría 

introducir adaptaciones caras y complicadas en los lugares públicos de trabajo si queremos que sean ple-

namente accesibles para las personas con esa clase de deficiencias. En general, los gastos superarían por 

mucho los beneficios de la productividad económica resultante de una plena inclusión de esas personas. 3-

La tercera y última razón afirma que la causa de salir del estado de naturaleza tiene que ver con los benefi-

cios típicamente económicos que se obtienen de la cooperación mutua incapaz de ser lograda completa-

mente por las personas con deficiencias atípicas. Pero, para Nussbaum, si se logra que las partes en la 

posición original no sepan si sufren o no alguna deficiencia, entonces, y sólo entonces, los principios resul-

tantes serán verdaderamente equitativos.  
13 A pesar de las críticas a Rawls, a nivel de justicia social Nussbaum extiende también la base del contrato 

social a nivel universal. Nussbaum no rompe con el contractualismo al dejar un espacio para el acuerdo 

razonable (consenso entrecruzado). 
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Esta postura tiene el valor de reconocer que: 

1- existen diferentes grados de discapacidad, por lo tanto, no puede desprender-
se de la misma la calificación de improductividad de la persona. La discapa-
cidad debería también separarse de la idea de irreversibilidad o perpetuidad, y 
entenderse como una situación que posee grados, que puede operar de modo 
transitorio y depende, en gran medida, del entorno social. En este proceso, el 
acceso a TIC y TA es vital, especialmente en regiones pobres, para promover 
la citada igualdad. 

2-  Por otra parte, Nussabum destaca que la empatía y la vulnerabilidad son dos 
componentes centrales para propiciar la autocomprensión de las personas 
como seres necesitados, frágiles y vulnerables, capaces de reconocer al otro 
también como un ser frágil y necesitado, a la vez que capaz de cooperar en lo 
social. Esto implica que las personas asuman la perspectiva del otro a partir de 
la internalización de las expectativas normativas de sus compañeros de inter-
acción, y es de esta forma cómo podemos sabernos reconocidos como miem-
bros de la cooperación social.14 

Por lo tanto, la citada autora exige el acceso, para todos los ciudadanos, de aquello 
que hace posible una vida acorde con la dignidad humana: a estos ciudadanos debería 
garantizárseles la promoción de su salud, de su educación y de la plena participación 
en la vida social, y, de ser posible, en la vida política.  Para ello, propone organizar el 
trabajo de asistencia de los cuidadores de las personas dependientes, garantizando 
que reciban asistencia tanto humana como financiera; y brindar oportunidades para 
encontrar empleo satisfactorio, evitando que se los explote, a través de su capacita-
ción y aplicación de TIC y TA.    

 

                                                           

14 Para alcanzar un desarrollo mínimo de la capacidad para albergar una concepción del bien, por lo menos 
tendrían que garantizarse capacidades que permitiesen ejercer el razonamiento lógico formal, a la vez que 
el razonamiento práctico. Asimismo las personas también deben ser capaces de usar la imaginación y los 
sentidos de tal forma que la racionalidad adquirida sea lo suficientemente amplia como para que las emo-
ciones tomen parte en la constitución de los planes vitales y en la priorización de alternativas. Un camino 
posible para fomentar el desarrollo de estas capacidades es a través de programas educativos. Las humani-
dades, como la filosofía y la literatura, son justamente las que contribuyen significativamente a desarrollar 
el pensamiento crítico capaz de realizar procesos autoreflexivos o de generar vínculos empáticos que per-
miten ampliar el campo de reconocimiento del otro, y sin los cuales el ejercicio de la racionalidad práctica 
se vería considerablemente disminuido.  Por su parte, la capacidad de la personalidad moral del sentido de 
justicia demanda que las personas lleguen a un acuerdo no sólo en cuanto a los beneficios que tiene la 
cooperación social, sino también con respecto a sus cargas. El requerimiento de entender y aplicar una 
concepción pública de la justicia demanda potenciar la capacidad de ponerse en el lugar del otro y de esa 
forma comprender tanto los potenciales beneficios como las necesarias cargas que deben asumirse. Para 
ello, el contar con un desarrollo de sentimientos empáticos puede ser un camino apropiado, al igual que el 
enfatizar el reconocimiento de la propia vulnerabilidad. La literatura, por ejemplo, es y ha sido un medio 
idóneo para ello, debido a que las narraciones tienen como rasgo distintivo el ampliar el mundo del lector y 
permitirle, a través de la imaginación, entrar en el de los protagonistas. (Nussbaum, 2009) 
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Sen15 (Sen, 1995, 2010) va un paso más allá de Nussbaum con su crítica a la rigi-

dez de los bienes primarios rawlsianos. Propone centrarse en la variabilidad subjetiva, 

y no en la igualdad de recursos (Sen, 2004: 2). Su propuesta se aplica muy bien a la 

discapacidad, entendida desde un enfoque social. Una persona con alguna de sus ca-

pacidades funcionales reducida o limitada, se encuentra con dos tipos de limitaciones:  

1- limitaciones en la ganancia, es decir limitaciones para poder alcanzar los recursos y 
bienes primario. Ej dificultades para conseguir empleo y menos ingresos por su trabajo.  

2- limitación en la conversión: va a necesitar de más recursos (ayudas técnicas o apoyos 
personales), para garantizar un bienestar aceptable. Ej. mayores gastos para la vida dia-
ria en sueldos de apoyos personales o  adaptaciones técnicas de su hogar, entre otros. 

 
Para el primer caso, limitaciones en la ganancia, es necesario actuar brindando ac-

ceso igualitario a TIC y TA de acuerdo a necesidades, como así también apoyo espe-
cial y adaptación del ambiente, en pos de que las personas con capacidades diversas 
puedan integrase socialmente y desarrollar sus propias capacidades. Asimismo es im-
portante actuar tanto en el nivel simbólico como estructural, para evitar cualquier tipo 
de discriminación en oportunidades de educación, empleos e inclusión social general. 
En algunos casos, las políticas de “discriminación positiva” son las indicadas para 

promover dicho acceso igualitario.  
En el segundo caso, los factores de conversión, éstos pueden ser individuales, so-

ciales o medio ambientales. Por ejemplo, para alcanzar la función de ser capaz de mo-
verse libremente, el recurso requerido dependerá en parte en la habilidad de mover las 
piernas, o el tipo de terreno, o la presencia de medios de transporte. Lo importante, 
para Sen, no es si la persona se moviliza en un auto o en una mula o en una bicicleta, 
sino si es capaz de llegar a donde quiere llegar.  (Este punto será retomado más ade-
lante, cuando examinemos la desigualdad relativa) 

 
La igualdad de capacidades tiene la ventaja de ampliar la visión de qué implica la 

justicia social: no se trata sólo de distribuir bienes materiales, sino también de consi-
derar la variación subjetiva (capacidades) para esta distribución. Por otra parte, si 
queremos el ejercicio de la libertad de todos, es importante paliar pobreza inicial.16 La 
pobreza aquí es redefinida justamente como la privación de las capacidades, y no des-
de la clásica tradición económica, evaluando la pobreza por el consumo.  

Esta visión tiene también la ventaja de no descuidar los elementos simbólicos rele-
vantes para eliminar las barreras hacia la discapacidad, como lo es la empatía, que 
hace al capital social para la cooperación humanitaria:  

“Sen ve obligatorio e ineludible que todo sistema social que se inspire en los 
principios de justicia equitativa y distributiva, desarrolle las herramientas y los 
recursos básicos para que las personas con discapacidad puedan alcanzar un 

                                                           
15 Sen critica a Rawls por no tener en cuenta las diferentes capacidades de cada uno para convertir los 
mismos recursos en beneficios. Rawls tampoco tiene en cuenta situaciones de pobreza. Al focalizar en el 
desarrollo de capacidades conectadas con las oportunidades reales que tienen las personas para el efectivo 
ejercicio de la libertad; la propuesta de Sen es apropiada como primera respuesta al problema de igualdad 
de los ciudadanos con deficiencias y discapacidades. 
16 Véase J. Braithwaite, D. Mont / ALTER, European Journal of Disability Research 3 (2009) 219–232223 
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bienestar aceptable. No obstante, …no siempre es una cuestión de aplicación 
de apoyos personales y ayudas técnicas, sino que muchas veces éstas no son 
suficientes y se necesita incidir en las barreras (estructurales o simbólicas) del 
entorno social”.17 

  
 A pesar de sus indudables aportes, las concepciones igualitarias liberales conti-

núan centralizando el enfoque de justicia en el individuo y en la desigualdad absoluta. 
El trasfondo del pensamiento liberal igualitario es individualista. Este individualismo 
subyace al contrato social, promoviendo el valor de la autonomía individual como un 
valor supremo. Pero la discapacidad no resulta exclusivamente de un atributo indivi-
dual o una “tragedia personal”, sino de una relación social, que posee grados y no 
implica necesariamente desigualdad absoluta.  Por ejemplo, anteriormente hemos vis-
to un ejemplo donde, de acuerdo a Sen, lo importante no es el medio sino dónde quie-
re llegar la persona. Pero si un discapacitado de una zona no desarrollada tiene que 
trasladarse en una mula con un carro para acudir a la escuela o a su trabajo, mientras 
que es consciente de que otras personas, en su misma situación, acceden a un autobús 
o, en otros países, a autos especiales; entonces esta persona en sillas de rueda sufrirá 
no sólo una discriminación sino una estigmatización social que afectará su calidad de 
vida por considerarse en una situación de inferioridad en relación con los otros (dife-
rencia de estatus).   

 

III- Justicia global, desigualdad relativa, TICs y discapacidad 
Las teorías de justicia global suelen centrarse en la desigualdad absoluta. La de-

sigualdad absoluta afecta al individuo más allá de si esté o no consciente de la mis-

ma (Wilkinson, 2009) Ej: pobreza absoluta o daño ambiental. En este caso dicha 

desigualdad puede modificarse con la simple intervención compensatoria (satisfac-

ción de necesidades y capacidades básicas), debido a que la pobreza absoluta es un 

problema distributivo y no de escasez.  Este problema distributivo ha sido reconoci-

do y analizado desde diversas perspectivas. Sin embargo, muy pocas teorías de justi-

cia global, como sostiene Nussbaum, han explicitado quiénes son los responsables de 

evitar dicha situación: “está claro que muchas personas están siendo usadas como 

medios, aunque no está claro quién tiene el deber de evitarlo…” (Nussbaum, 

2007:276-277). 18 

 

 En el tema que nos ocupa, el acceso igualitario a TIC y TA, la desigualdad abso-

luta en discapacidad, como mencionamos al inicio del presente trabajo, se aplica al 

caso de discapacitados de zonas aisladas, inhóspitas y pobres. En términos generales, 

el acceso a TIC es una necesidad esencial para toda la comunidad de zonas vulnera-

bles, pero más aún para el grupo con capacidades diversas, debido a que a su de-

sigualdad inicial y social se suma la desigualdad geográfica que incide especialmente 

en sus posibilidades de manejarse en el entorno. Para los discapacitados de dichas 

comunidades dicho acceso a TIC es una prioridad porque constituye el único medio 

                                                           
17 Véase Eduardo Díaz Velazquez, 2010, op. cit, 115-135. 
18 Una de las pocas excepciones en la determinación de responsables ha sido la teoría de Pogge, men-

cionada anteriormente y sobre la cual volveremos más adelante. 
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de acceso a la atención de la salud especializada (telemedicina) y a la educación 

continua (teleeducación) (de Ortúzar, 2012). Su aplicación supone capacitación, 

apoyo especial, herramientas específicas –TA- requeridas para el acceso a empleos, 

y medios de transportes adecuados a las condiciones geográficas adversas. El acceso 

a TIC y TA en dichos casos, no es sólo responsabilidad de políticas públicas regio-

nales que incidan en el entorno social, sino también de políticas globales que com-

pensen, en dichos casos, las desigualdades entre países generadas por injustas razo-

nes históricas y acuerdos internacionales asimétricos, como lo es el ADPIC, segundo 

determinante social global de la salud. (Filho, 2002; Pogge, 2005). 

   

Ahora bien, los estudios de diversas ciencias19 han evidenciado que el tipo de de-

sigualdad que afecta nuestra calidad de vida no es simplemente la desigualdad abso-

luta (necesidades básicas/ pobreza absoluta), sino principalmente la desigualdad re-

lativa (diferencia de estatus/pobreza relativa). Es decir, no se trata sólo del ingreso 

absoluto que uno tenga para satisfacer sus necesidades. Podemos tener una mayor 

calidad de vida con un ingreso menor (ingreso relativo).  Esto es posible si en nues-

tra sociedad o grupo social se valoran las relaciones sociales fuertes por encima del 

individualismo de mercado. Para ser más feliz no es necesario tener más ganancias, 

sino vivir en el marco de una sociedad más igualitaria, donde la riqueza esté distri-

buida equitativamente. Los lazos sociales fuertes (amigos, familia, pertenencia a la 

comunidad) son precisamente los que protegen al hombre contra el estrés crónico de 

la sociedad tecnológica. 

Sin embargo, el individualismo del sistema promueve la competitividad, creando 
una sociedad disfuncional y anti-cooperativa por ruptura de relaciones de confianza, 
seguridad y relaciones de amistad. En su lugar, se instaura el mercado como único 
elemento “homogenizador” de los ciudadanos: el consumismo (“ciudadano consu-

midor”). La desigualdad relativa, como he anticpado, tiene como causa la desigual-
dad de ingresos, que ocasiona diferencias sociales y diferencias de estatus. Las asi-
metrías de poder llevan a la humillación, a la explotación. Las personas  que se iden-
tifican con un nivel de estatus social bajo (ingreso relativo) tendrán una vida de me-
nor calidad que los de nivel superior, padeciendo una mayor propensión a enferme-
dades sico sociales por estrés crónico, sufriendo violencia, nuevas fobias, enferme-
dades de países desarrollados –cáncer, enfermedades cardíacas, drogadicción, obesi-
dad-, entre otros factores que harán su vida más corta.(Wilkinson, 2009).20 

 Por lo tanto, la desigualdad relativa también afecta a los grupos discapacitados 
en sociedades no igualitarias, y, comparativamente, a los grupos pobres de la comu-
nidad internacional de discapacitados (volveré sobre este punto más adelante). En el 
caso de acceso a TIC y TA, resulta claro que, aun cuando las personas con diversas 
capacidades logren satisfacer sus necesidades básicas, también son conscientes de la 
diferencia de estatus que se da por el acceso a TIC y TA en función de la disparidad 
de ingresos regionales.  Esto es, la desigualdad de ingresos regionales genera de-

                                                           
19  Me refiero a la Epidemiología, Sicología, Antropología, Neurociencia, entre otras. Al respecto, véase 

Easterlin, 1974; 2005; Haidt, 2001; Erik Olin Wright, 1997; Wilkinson, 2005 y 2009; King et. Al., 

1997, entre otros- 
20 Sobre éste punto véase de Ortúzar 2013, 2015, 2016. 
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sigualdad de acceso a TIC por disparidad de innovación regional. Por ejemplo, si 
consideramos el caso de Brasil, la disparidad en TA coincide con la dinámica territo-
rial de crecimiento del PIB (Théry y de Mello, 2005 y 2012) – Ver Cuadro 1-. Esto 
es, los principales centros de innovación en TA coinciden con los Estados y Regio-
nes de mayor PIB por kilómetro cuadrado (Delgado García et.al. 2015), como se 
observa en los siguientes cuadros. 

Cuadro 1: Disparidad regional por motivo de la innovación en TA.  Estados seleccionados, Brasil, 
2011-2013 

Fuente: Pesquisa Nacional de Inovação em Tecnologia Assistiva, 2011 

 
En los cuadros se observa, de acuerdo al análisis de Delgado García, cito: que de las 

27 Unidades Federativas (UF) de Brasil, 26 Estados y 01 Distrito Federal, estaba 
por lo menos siendo realizado 01 proyecto de innovación en TA en 19 Estados, du-
rante los años 2011-2013, quedando retratada la intensa disparidad entre las UFs de 
I+D+I en TA. Sólo el Estado de São Paulo, con 60 proyectos de innovación sobre un 
total de 235 proyectos, concentra 25% da la innovación en TA brasileña. El Estado 
deMinas Gerais (MG), con 36 proyectos, abarca 15,3%. Más de la mitad de la inno-
vación en TA (51,0%) se alcanza si sumamos el tercer colocado, el Estado de Rio 
Grande do Sul, que con 24 proyectos representa 10,2% do total de la innovación.  Si 
distribuimos la producción de innovación entre las cinco Regiones en las que se divi-
de la República Federativa brasileña, podremos observar los siguientes resultados: 
La Región Sudeste concentra un poco más de la mitad (51, 91%) de la innovación en 
TA, la Región Sul aglutina casi un cuarto (24,26%), y las otras regiones se reparten 
el resto: Región Nordeste (11,91%), Región Centro Oeste (5,96%) y Región Norte 
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5,96%. (Delgado García et. Al. , 2015,pp.8-9) Esos resultados de disparidad regional 
guardan mucha similitud si los comparamos con otras medidas de distribución de la 
riqueza, como por ejemplo el PIB, lo que se puede observar en el siguiente cuadro 2: 
 

 
Cuadro 2. Brasil: Disparidades regionales. Indicadores seleccionados, en 

%

                                                           Fuentes: PNITA e IBGE. 

 
Puede observarse que la disparidad de la innovación en TA es un poco menor  

que la disparidad del PIB, lo que posibilita observar que la disparidad en TA coincide 
con la dinámica territorial de crecimiento del PIB (THÉRY y DE MELLO, 2005)- Por 
lo tanto, la relación especial entre desigualdad de ingresos y desigualdad de acceso a 
TIC y TA por disparidad de innovación es un ejemplo de desigualdad relativa en dis-

capacidad. Este estudio puede realizarse a nivel internacional, desarrollando un 

análisis comparativo entre países y tomando  como colectivo a la comunidad internac-

ional de  personas con capacidades diversas.  Queda claro que la desigualdad en el 

acceso a TIC y TA crea estigmatización y trato diferencial en discapacidad entre re-

giones de un mismo país y entre países; ocasionando enfermedades sico sociales por 

desigualdad relativa. 

Si consideramos a la discapacidad desde el enfoque social, entonces es impor-
tante que nuestras concepciones de justicia no se dirijan sólo al individuo21 sino al 
entorno social, buscando transformar el mismo y fortalecer las relaciones sociales. 
En este sentido, coincido con Sen y Nussbaum en algunos puntos relativos a diferen-
cias materiales y simbólicas, pero me diferencio de dichos autores al sostener que la 
desigualdad más importante en el acceso a TIC y TA de los discapacitados es la de-
sigualdad relativa.  

Repasando los pasos positivos dados en el análisis de la desigualdad, considero 
que: 

1-  Resulta crucial, en pos de la igualdad, comenzar actuando sobre las condi-
ciones de pobreza, entendida como privación de capacidades  y falta de 

                                                           
21 Excepto en la atención y cobertura de las necesidades esenciales y específicas, que hace a lo singular. 
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riqueza sico-social, y no considerando la misma exclusivamente desde el 
punto de vista monetario o de consumo, 

2-  Para el desarrollo de capacidades para una vida digna no debemos tener en 
cuenta sólo la distribución de recursos sino también la variabilidad inter-
sujetiva -adecuación de recursos al sujeto/conversión-. Pero, como es cla-
ro en el caso de la discapacidad, se debe actuar sobre el entorno social 
que afecta a la población, eliminando la desigualdad (y no sólo a nivel  in-
dividual). Por ejemplo, se debe actuar sobre el espacio social, transformar 
la movilidad (modificación del transporte), brindar asistencia especial/ ac-
ceso a TA, garantizar que los ingresos de personas con discapacidades y 
sus oportunidades de empleo sean equitativas, fomentar el acceso a la 
educación continua, entre otros.  

 Estos dos primeros puntos contribuirían a compensar las barreras estructura-
les que hacen a la discapacidad.  

Por otra parte, coincido con Nussbaum en que no debe descuidarse las barreras 
simbólicas, eso es: 

3- la cohesión social y la cooperación fomentadas a través del pensamiento crí-
tico.  

Sin embargo,  el problema del capital social y el pensamiento crítico ha sido un 
tema tratado sólo transversalmente en las teorías de justica, tema que debería pro-
fundizarse en gran medida para la comprensión de la diversidad de capacidades por 
parte de la comunidad (empatía y vulnerabilidad). Éste punto es central por la impor-
tancia de eliminar de raíz las barreras simbólicas, los prejuicios en torno a la di-
versidad de capacidades. 

Por último, no podemos descuidar, en función de la importancia de la desigual-

dad relativa para la calidad de vida en la sociedad tecnológica actual, el problema de 

la estigmatización de discapacitados de países y regiones pobres generado por la dife-

rencia de estatus en relación con los discapacitados de países y regiones ricas. La 

denominada desigualdad relativa produce daños en calidad de vida de personas con 

discapacidad en zonas pobres debido a la estigmatización, discriminación, y diferencia 

en el estatus que sufren las mismas por diferencias de ingresos regionales e interna-

cionales. La desigualdad de ingresos incide en la desigualdad de innovaciones en TIC 

y TA regional e internacional, afectando las desigualdades sociales globales de acceso 

a la tecnología por parte de los discapacitados. En este último punto, nos lleva a: 

 

4- actuar sobre las diferencias de acceso a TIC y TA para contribuir, a través 

del acceso igualitario al conocimiento y a la tecnología, a fortalecer las relaciones 

sociales en la comunidad global y nacional de discapacitados, y paliar la desigual-

dad relativa.  Esto no equivale garantizar el acceso a la última innovación tecnológica 

(tecnología de punta), ya que muchas veces la misma no responde a necesidades sino 

a la expansión del mercado (Ej. presión “médica/social” de usar miembros electróni-
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cos a quienes no poseen brazos o piernas). Pero sí implica que las personas discapaci-

tadas no vean dañadas su calidad de vida por diferencia de estatus en el interior de las 

sociedades y en el mundo. 
 

Las desigualdades relativas en innovación y acceso a TIC y TA afecta muy espe-

cialmente la calidad de vida de los discapacitados para los cuáles la tecnología hace la 

vida posible. Éstas reproducen las diferencias de ingresos regionales e internacionales, 

debido a la falta de políticas públicas nacionales e internacionales para compensar las 

mismas, y la ausencia de marcos legales fuertes y armónicos nacionales y globales que 

protejan la vulnerabilidad de los discapacitados de regiones pobres.  
 
 
CONCLUSIÓN 

  A modo de cierre final, la defensa de los derechos humanos de los discapaci-
tados como ciudadanos universales, y la defensa específica de su acceso igualitario a 
TIC y TA para hacer su vida posible, exige un nuevo marco legal sustentado en una 
concepción de justicia social que atienda el problema actual de la desigualdad relativa. 
De acuerdo con Filho, “con el avance de la globalización, en gran medida facilitada 
por las propias TIC, estos bienes públicos tienden cada vez más a transformarse en 
bienes públicos globales, lo que obliga que las políticas que estimulen su creación y 
distribución sean objeto de nuevos acuerdos institucionales de la comunidad interna-
cional, incluyendo un nuevo papel de instituciones multilaterales tradicionales…Éste 
nuevo marco no puede descuidar el problema de fondo: la disparidad de ingresos (in-
ternacionales y regionales) genera una gran disparidad en la innovación y acceso a 
TIC y TA de los discapacitados de regiones pobres. Por lo tanto, el problema de acce-
so a dichos bienes públicos globales (conocimiento y TIC) no es sólo un problema de 
desigualdad absoluta. Es, y muy especialmente para las personas de capacidades di-
versas, un problema de desigualdad relativa. 
 

 En pos de enfrentar el mismo, es recomendable: 

1-  crear nuevos marcos legales internacionales y regionales fuertes, armoni-
zando los mismos para su efectivo  cumplimiento, de modo que puedan 
traducirse  en políticas públicas integrales que contribuyan a  paliar la de-
sigualdad relativa22 de nuestra sociedad tecnológica; 

2-  promover el financiamiento público igualitario en innovaciones en TIC y 
TA de acuerdo a necesidades de personas con capacidades diversas, com-

                                                           

22 Por ejemplo, la inclusión de la discapacidad como tema transversal en la educación superior, la forma-
ción de docentes para atender la diversidad con conocimientos de TIC y TA; el diseño universal en áreas 
que competen al diseño de páginas Web y sistemas operativos, programación y fabricación , entre otros.  
A nivel de barreras simbólicas, se trabaja con campañas masivas de información y sensibilización, planes 
educativos vertebrados por principios inclusivos y programas inserción laboral e intercambios interna-
cionales, alfabetización digital y capacitación docente con desarrollo de competencias profesionales 
vinculadas a TIC y TA. 
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pensando – internacional y regionalmente- las disparidades en innovación 
y acceso generadas por ingresos  regionales diferenciales;23 

3- fortalecer los lazos sociales internacionales en la comunidad de discapaci-
tados, trabajando en la igualdad de ingresos regionales e internacionales 
para actuar colectivamente contra las diferencias de estatus, y contra la di-
versidad de acceso a TIC y TA regionales. 

 Una vez más, si queremos superar las barreras simbólicas y estructurales de la 
discapacidad, entendida como una relación social y de ingresos, no podemos des-
cuidar la desigualdad relativa de acceso a TIC y TA causada por la desigualdad de 
ingresos y desigualdad en innovación (desigualdad relativa). La conciencia de la 
existencia de dicha desigualdad genera estatus diferenciales entre ciudadanos con 
capacidades diversas por regiones y grupos; dañando su calidad de vida (determinan-
te sico social) y atentando contra la confianza de los grupos vulnerables en los lazos 
sociales internacionales y en la propia naturaleza humana social.  
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